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mera patologías en el detenido que le condujeron a instar 
del Juzgado que no se le mantuviera por más tiempo en 
las dependencias de la Dirección General de la Guardia 
Civil.

5. Puede resultar razonable, como este Tribunal ha 
tenido ocasión de declarar en las SSTC 34/2008, de 25 de 
febrero (FJ 8), y 52 /2008, de 14 de abril (FJ 5), que «no se 
prosiga con una investigación que no aclara la inexisten-
cia de los hechos denunciados, pero que, sin embargo, ha 
agotado ya los medios razonables y eficaces de investiga-
ción. El canon de investigación suficiente se refiere así 
tanto a la inexistencia de sospechas razonables, como a la 
utilidad de continuar con la instrucción».

Tampoco desde esta perspectiva de análisis se puede 
afirmar que la tutela judicial prestada haya cumplido en 
este caso las exigencias del artículo 24.1 CE. La falta de 
credibilidad de la denuncia, que se sustenta en el lacó-
nico informe de la Médico forense adscrita al Juzgado de 
Instrucción núm. 41 de Madrid y en la declaración del 
Letrado que asistió a la declaración del recurrente en 
amparo en las dependencias de la Dirección General de 
la Guardia Civil, podría haber sido desmentida o corro-
borada, como ya se ha indicado, por el testimonio o la 
redacción de un informe exhaustivo de la Médico forense 
que apreció inicialmente las alteraciones patológicas 
sufridas por el demandante durante su estancia en la 
Dirección General de la Guardia Civil sobre el origen o la 
causa de dichas patologías. También constituían en este 
caso un medio de indagación idóneo, como apreció ini-
cialmente el Juez Instructor, las fotografías hechas al 
demandante de amparo en el momento de su ingreso en 
el Centro Penitenciario de Madrid V, diligencia interesada 
por su Letrada a fin constatar las heridas y marcas que 
presentaba en la cara, y que fue declarada pertinente por 
el Juzgado de Instrucción núm. 41 de Madrid, quien, sin 
embargo, no desplegó actividad alguna ante el incumpli-
miento del requerimiento judicial por el Centro Peniten-
ciario.

6. En conclusión, habida cuenta que frente a la 
denuncia de malos tratos no se ha producido una investi-
gación judicial suficiente, ya que, aun cuando se empren-
dió prontamente una investigación judicial con contenido 
que aportó datos de valor sustancial, se clausuró, sin 
embargo, cuando aún no se habían eliminado por com-
pleto las sospechas razonables de que se podían haber 
cometido los malos tratos denunciados, y existían toda-
vía medios de investigación para despejarlas, por lo que 
procede otorgar el amparo solicitado, al haber resul-
tado vulnerado el derecho del recurrente a la tutela judi-
cial (art. 24.1 CE), en relación con el derecho a no ser 
sometido a torturas o tratos inhumanos o degradantes 
(art. 15 CE).

El restablecimiento del recurrente en la integridad 
de su derecho exige, como hemos declarado en las 
SSTC 34/2008, de 25 de febrero (FJ 9), y 52/2008, de 14 de 
abril (FJ 6), la anulación de los Autos impugnados y la 
retroacción de actuaciones para que se le dispense la 
tutela judicial demandada en los términos razonados.

FALLO

En atención a todo lo expuesto, el Tribunal Constitu-
cional, POR LA AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCIÓN DE LA 
NACIÓN ESPAÑOLA,

Ha decidido

Estimar la demanda de amparo promovida por don 
Mikel Soto Nolasko y, en su virtud:

1.º Declarar vulnerado el derecho del recurrente en 
amparo a la tutela judicial efectiva (art. 24.1 CE), en rela-

ción con el derecho a no ser sometido a torturas ni a tra-
tos inhumanos o degradantes (art. 15 CE).

2.º Restablecerlo en su derecho y, a tal fin, declarar la 
nulidad del Auto del Juzgado de Instrucción núm. 41 de 
Madrid de 25 de noviembre de 2003, recaído en las 
diligencias previas del procedimiento abreviado núme-
ro 2598-2002, y la del Auto de la Sección Cuarta de la 
Audiencia Provincial de Madrid de 1 de octubre de 2004, 
dictado en el rollo de apelación núm. 179-2004, retrotra-
yendo las actuaciones al momento inmediatamente ante-
rior a haberse dictado el primero de los citados Autos 
para que se dicte una nueva resolución judicial respe-
tuosa con el derecho fundamental vulnerado en los térmi-
nos indicados en el fundamento jurídico 6.

Publíquese esta Sentencia en el «Boletín Oficial del 
Estado».

Dada en Madrid, a veintitrés de junio de dos mil 
ocho.–Guillermo Jiménez Sánchez.–Vicente Conde Martín 
de Hijas.–Elisa Pérez Vera.–Ramón Rodríguez Arribas.–
Pascual Sala Sánchez.–Firmado y rubricado. 

 12643 Sala Segunda. Sentencia 70/2008, de 23 de 
junio de 2008. Recurso de amparo 7207-2004. 
Promovido por don Manuel Medina Ruiz res-
pecto a la Sentencia de un Juzgado de lo Con-
tencioso-Administrativo de Palma de Mallorca 
que desestimó su demanda contra el Ayunta-
miento de Palma de Mallorca sobre sanciones 
por publicidad dinámica sin licencia.

 Vulneración del derecho de defensa en el 
procedimiento administrativo sancionador: 
empla zamiento edictal del administrado 
(STC 54/2003); recursos de reposición y con-
tencioso-administrativo irrelevantes.

La Sala Segunda del Tribunal Constitucional, com-
puesta por don Guillermo Jiménez Sánchez, Presidente, 
don Vicente Conde Martín de Hijas, doña Elisa Pérez Vera, 
don Ramón Rodríguez Arribas y don Pascual Sala Sán-
chez, Magistrados, ha pronunciado

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

SENTENCIA

En el recurso de amparo núm. 7207-2004, promovido 
por don Manuel Medina Ruiz, representado por el Procura-
dor de los Tribunales don Santos De Garandillas Carmona 
y asistido por la Letrada doña Antonia Gomila Romero, 
contra las Resoluciones sancionadoras IG 2002/679, 693, 
934, y 1666 a 1671 dictadas por el Ayuntamiento de Palma 
de Mallorca, y contra la Sentencia de 5 de julio de 2004 del 
Juzgado de lo Contencioso-Administrativo núm. 1 de 
Palma de Mallorca. Ha intervenido el Ministerio Fiscal. Ha 
comparecido el Ayuntamiento de Palma de Mallorca, 
representado por el Procurador de los Tribunales don Argi-
miro Vázquez Guillén. Ha sido Ponente el Magistrado don 
Ramón Rodríguez Arribas, quien expresa el parecer de la 
Sala.

I. Antecedentes

1. Mediante escrito registrado en este Tribunal el 30 
de noviembre de 2004, don Manuel Medina Ruiz, inter-
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puso recurso de amparo contra las resoluciones citadas 
en el encabezamiento.

2. Los hechos en que se fundamenta la demanda 
son, sucintamente expuestos, los siguientes:

a) Al recurrente le notificaron en su domicilio el 28 
de mayo de 2003, las resoluciones sancionadoras adopta-
das por el Ayuntamiento de Palma de Mallorca relativas a 
los expedientes sancionadores IG 2002/679, 693, 934, y 
1666 a 1671, por la comisión de sendas infracciones de 
carácter grave consistentes en realizar «Actividad de 
publicidad dinámica sin licencia». Frente a dichas resolu-
ciones interpuso recurso de reposición ante el propio 
Ayuntamiento por la indefensión que se le había ocasio-
nado la falta de notificación de las denuncias, de los 
acuerdos de incoación de los expedientes y propuestas 
de resolución; asimismo, alegaba la insuficiente motiva-
ción de las sanciones y la no acreditación de la agravante 
de reincidencia aplicada por la Administración en el expe-
diente sancionador.

b) El recurso de reposición fue desestimado, al con-
siderar la Administración que las notificaciones fueron 
efectuadas correctamente en cada fase del procedimiento 
sancionador ya que, según el agente notificador, el recu-
rrente era desconocido en el domicilio fijado; por otra 
parte, tampoco las alegaciones relativas a la motivación 
del acto ni a la acreditación de la reincidencia fueron esti-
madas; en cualquier caso, la desestimación del recurso 
contenía, no obstante, una especificación de los expe-
dientes administrativos sancionadores que determinaban 
la aplicación de la agravante de reincidencia y se refería, 
asimismo, a la motivación de las resoluciones recurridas. 
Contra esta desestimación el demandante interpuso 
recurso contencioso-administrativo, en el que, en sínte-
sis, alegaba los siguientes motivos: su domicilio era cono-
cido en todo momento por la Administración, como lo 
demuestra el hecho de haber sido correctamente notifi-
cado de las resoluciones sancionadoras, por ello en las 
fases precedentes del proceso sancionador, en ese mismo 
domicilio no podría ser el recurrente desconocido como 
alega el Ayuntamiento de Palma de Mallorca; esta cir-
cunstancia le habría ocasionado indefensión material. En 
segundo término alegaba la nulidad de las sanciones por 
apreciar indebidamente la agravante de reincidencia y 
por defectuosa motivación y desproporcionalidad de las 
sanciones finalmente impuestas.

c) El Juzgado de lo Contencioso-Administrativo 
mediante la Sentencia de 5 de julio de 2004 desestimó 
el recurso planteado, argumentando que «del expe-
diente administrativo y de los demás documentos 
incorporados a la causa resulta que todas las notifica-
ciones efectuadas en el expediente sancionador fueron 
intentadas y con el resultado de desconocido su desti-
natario, habiéndose consignado en las hojas de cartería 
las fechas en que se intentaron practicar las diligencias 
así como la circunstancia de la no recepción de las noti-
ficaciones, tanto del acuerdo de inicio del expediente 
sancionador como la propuesta de resolución»; cons-
tata asimismo el órgano judicial que una vez intentadas 
las notificaciones con el resultado de destinatario des-
conocido, fueron publicadas en el BOIB y en el tablón 
de anuncios del Ayuntamiento de Palma de Mallorca, 
donde reside el demandante. De todo ello deduce que 
la Administración actuó correctamente y no se puede 
imputar a la misma la supuesta indefensión ocasio-
nada. Respecto a la motivación de las resoluciones 
sancionadoras considera la Sentencia que están perfec-
tamente motivadas, y que la agravante de reincidencia 
tenida en cuenta por la Administración para sancionar 
se ha aplicado correctamente conforme la jurispruden-
cia del Tribunal Supremo. Obedeciendo la instrucción 
de recursos que contenía la Sentencia de instancia, 
interpuso recurso de apelación que fue inadmitido por 

el Tribunal Superior de Justicia de Islas Baleares por no 
alcanzar las sanciones, individualmente consideradas, 
la cuantía fijada en la LJCA.

3. En la demanda de amparo el recurrente alega tres 
motivos:

a) La indefensión sufrida como consecuencia de la 
falta de notificación de las denuncias, de los acuerdos de 
incoación de los expedientes y propuestas de resolución; 
argumenta que la Administración conocía su domicilio a 
efecto de notificaciones, donde realizó correctamente la 
notificación de las resoluciones sancionadoras, el mismo 
domicilio en el que según la Administración el destinata-
rio era desconocido cuando intentó notificar los actos 
precedentes en el proceso sancionador. A juicio del recu-
rrente la Administración debió, en cumplimiento de la 
Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de régimen jurídico de 
las administraciones públicas y del procedimiento admi-
nistrativo común, intentar una nueva notificación de 
dichos actos y no practicarla directamente a través de 
edictos y el BOIB; asimismo, reprocha que la Administra-
ción, además de no realizar un segundo intento de notifi-
cación personal, no dejó aviso de llegada en la dirección 
donde intentó la notificación. Todo ello le ha impedido 
participar y defenderse adecuadamente en el proceso 
sancionador por ello denuncia la indefensión sufrida.

b) También considera lesionado el art. 24 CE, por 
haber sido apreciada incorrectamente la agravante de 
reincidencia; estima que la Administración aplicó esta 
agravante sin que hubiera quedado acreditado la comi-
sión de otras infracciones y mucho menos la firmeza de las 
sanciones que, en su caso, se hubieren impuesto. Además 
reprocha en este punto a la Sentencia del Juzgado la inver-
sión de la carga probatoria realizada, al establecer que era 
el recurrente quien debía demostrar que no se daban los 
requisitos para la aplicación del citado agravante.

c) Por último, alega la vulneración de su derecho a la 
tutela judicial efectiva por la defectuosa motivación de las 
resoluciones sancionadoras así como su desproporción. 
Considera, para finalizar, que la Sentencia incurre en 
incongruencia omisiva al no referirse a la pretensión rela-
tiva a la desproporción de las sanciones.

4. Por providencia de 20 de febrero de 2007 de la 
Sala Segunda, se acordó admitir a trámite el presente 
recurso de amparo y, en virtud del art. 51 LOTC, se requi-
rió a la Sección Primera de la Sala de lo Contencioso- 
Administrativo del Tribunal Superior de Justicia de las 
Islas Baleares, para que remitiera testimonio del rollo de 
apelación; asimismo, se requirió al Juzgado de lo Conten-
cioso-Administrativo núm. 1 de Palma de Mallorca para 
que remitiera testimonio de las actuaciones y para que 
emplazara a quien hubiera sido parte en dicho proceso 
para que en el plazo de diez días pudieran comparecer. El 
Ayuntamiento de Palma de Mallorca se personó mediante 
escrito de 26 de marzo de 2007. Por diligencia de ordena-
ción de 3 de septiembre de 2007, se tuvo por personado y 
parte en el presente recurso al citado Ayuntamiento y a 
tenor del art. 52 LOTC, se acordó dar vista de las actuacio-
nes, por plazo común de veinte días, al Ministerio Fiscal, y 
a todas las partes personadas para que pudieran formular 
las alegaciones que a su derecho conviniera.

5. El representante procesal del Ayuntamiento de 
Palma de Mallorca presentó alegaciones el 2 de octubre 
de 2007; haciendo suyos los argumentos empleados por 
el Juzgado en su Sentencia solicita la desestimación del 
amparo, puesto que, a su juicio, las notificaciones fueron 
efectuadas correctamente sin que se ocasionara indefen-
sión alguna como consecuencia del actuar del Ayunta-
miento; asimismo, estima que las quejas relativas a la 
falta de motivación de las resoluciones sancionadoras y a 
la aplicación de la agravante de reincidencia carecen de 
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contenido, puesto que además de estar suficientemente 
motivadas las resoluciones, en el procedimiento sancio-
nador ya había acreditado la Administración la existencia 
de las circunstancias requeridas para aplicar la citada 
agravante. Considera que se acreditó la existencia de 
expedientes sancionadores firmes en vía administrativa 
para justificar la agravante de reincidencia.

6. El Ministerio Fiscal, tras la recepción del testimo-
nio de las actuaciones judiciales y administrativas de las 
que trae causa este proceso, mediante escrito que tuvo 
entrada en este Tribunal el 1 de febrero de 2008, formuló 
sus alegaciones. Con cita de la doctrina de este Tribunal 
recogida en la STC 54/2003, de 24 de marzo, considera 
que, como expone el recurrente, se ha lesionado su dere-
cho a la tutela judicial efectiva puesto que la falta de noti-
ficación de la actos del procedimiento sancionador le han 
impedido defenderse y por tanto se han impuesto una 
sanciones de plano. Argumenta el Ministerio público que 
las resoluciones sancionadoras, evidentemente, afectan a 
los intereses del demandante, no cabe imputar la falta de 
notificación a la diligencia de la parte ya que de las actua-
ciones se deduce que nunca varió de domicilio y que éste 
le constaba a la Administración y que al fracasar la pri-
mera notificación personal omitió el preceptivo segundo 
intento de notificación personal optando directamente 
por la notificación edictal lo que provocó el desconoci-
miento de la parte recurrente tanto de la incoación de los 
expedientes como de las propuestas de resolución; con-
cluye el fiscal solicitando la estimación de las demanda 
por este motivo. Sin perjuicio de que, en su opinión, la 
estimación de este motivo haría innecesario el pronuncia-
miento sobre los otros planteados, considera el Fiscal, 
respaldando la demanda de amparo, que el Ayuntamiento 
de Palma de Mallorca no motivó correctamente las san-
ciones y tampoco acreditó las circunstancias para aplicar 
la agravante de reincidencia.

7. Por providencia de 19 de junio de 2008 se señaló 
para deliberación y votación de la presente Sentencia el 
día 23 del mismo mes y año.

II. Fundamentos jurídicos

1. El presente recurso de amparo se dirige contra las 
resoluciones sancionadoras señaladas en los anteceden-
tes de esta resolución dictadas por el Ayuntamiento de 
Palma de Mallorca; asimismo, de manera indirecta se 
dirige frente a la Sentencia de 5 de julio de 2004 del Juz-
gado de lo Contencioso-Administrativo núm. 1 de Palma 
de Mallorca que desestimó el recurso planteado y no sub-
sanó las vulneraciones aducidas.

2. Como ha quedado expuesto con más detalle en 
los antecedentes, se queja el recurrente de la indefen-
sión sufrida como consecuencia de la falta de notifica-
ción de las denuncias, de los acuerdos de incoación de 
los expedientes y propuestas de resolución; argumenta 
que la Administración conocía su domicilio a efecto de 
notificaciones, donde realizó correctamente la notifica-
ción de las resoluciones sancionadoras, el mismo domi-
cilio en el que según la Administración el destinatario 
era desconocido cuando intentó notificar los actos pre-
cedentes en el proceso sancionador. También considera 
lesionado el art. 24 CE, por haber sido apreciada inco-
rrectamente la agravante de reincidencia; por último, 
alega la vulneración de su derecho a la tutela judicial 
efectiva por la defectuosa motivación de las resolucio-
nes sancionadoras así como su desproporción. Consi-
dera, por último, que la Sentencia incurre en incon-
gruencia omisiva al no referirse a la pretensión relativa a 
la desproporción de las sanciones.

Por su parte, el representante procesal del Ayunta-
miento de Palma de Mallorca solicita la desestimación del 
amparo, puesto que, a su juicio, las notificaciones fueron 

efectuadas correctamente sin que se ocasionara indefen-
sión alguna como consecuencia del actuar del Ayunta-
miento; asimismo, considera que las quejas relativas a la 
falta de motivación de las resoluciones sancionadoras y a 
la aplicación de la agravante de reincidencia carecen de 
contenido, puesto que además de estar suficientemente 
motivadas las resoluciones, en el procedimiento sancio-
nador ya había acreditado la Administración la existencia 
de las circunstancias requeridas para aplicar la citada 
agravante.

Por último, el Ministerio Fiscal, con cita de la doctrina 
de este Tribunal recogida en la STC 54/2003, de 24 de 
marzo, considera que se ha lesionado el derecho a la 
tutela judicial efectiva del demandante puesto que la falta 
de notificación de la actos del procedimiento sancionador 
le han impedido defenderse y por tanto se han impuesto 
sanciones de plano. Sin perjuicio de que, en su opinión, la 
estimación de este motivo haría innecesario el pronuncia-
miento sobre los otros planteados, considera el Fiscal, 
respaldando la demanda de amparo, que el Ayuntamiento 
de Palma de Mallorca no motivó correctamente las san-
ciones y tampoco acreditó las circunstancias para aplicar 
la agravante de reincidencia.

3. Nos encontramos ante un recurso de amparo 
mixto, puesto que se impugna ante este Tribunal, tanto la 
actuación administrativa sancionadora, con base en el art. 
43 LOTC, como la Sentencia judicial que desestimó el 
recurso promovido frente a la anterior, al amparo del art. 
44 LOTC. Hemos de comenzar por las supuestas vulnera-
ciones referidas a los actos de la Administración, para 
efectuar con posterioridad, en su caso, el enjuiciamiento 
de las lesiones constitucionales imputadas a la resolución 
judicial (SSTC 25/2002, de 11 de febrero, FJ 2, y 195/12005, 
de 18 de julio, FJ 2).

4. Este Tribunal ha venido establecido desde la STC 
18/1981, de 8 de junio (FJ 2), hasta hoy, por todas STC 
243/2007, de 10 de diciembre, la aplicabilidad a las sancio-
nes administrativas de los principios sustantivos deriva-
dos del art. 25.1 CE, y también hemos proyectado sobre 
las actuaciones dirigidas a ejercer las potestades sancio-
nadoras de la Administración las garantías procedimenta-
les ínsitas en el art. 24.2 CE; no mediante su aplicación 
literal, sino en la medida necesaria para preservar los 
valores esenciales que se encuentran en la base del pre-
cepto y la seguridad jurídica que garantiza el art. 9.3 CE. 
Así, partiendo del inicial reproche a la imposición de san-
ciones sin observar procedimiento alguno, se ha ido ela-
borando progresivamente una doctrina que asume la 
vigencia en el seno del procedimiento administrativo san-
cionador de un amplio abanico de garantías del art. 24.2 
CE. Sin ánimo de exhaustividad, cabe citar el derecho a la 
defensa, que proscribe cualquier indefensión; el derecho 
a la asistencia letrada, trasladable con ciertas condicio-
nes; el derecho a ser informado de la acusación, con la 
ineludible consecuencia de la inalterabilidad de los 
hechos imputados; el derecho a la presunción de inocen-
cia, que implica que la carga de la prueba de los hechos 
constitutivos de la infracción recaiga sobre la Administra-
ción, con la prohibición de la utilización de pruebas obte-
nidas con vulneración de derechos fundamentales; el 
derecho a no declarar contra sí mismo; y, en fin, el dere-
cho a utilizar los medios de prueba adecuados para la 
defensa, del que se deriva que vulnera el art. 24.2 CE la 
denegación inmotivada de medios de prueba (por todas, 
SSTC 7/1998, de 13 de enero, FJ 5, y 272/2006, de 25 de 
septiembre, FJ 2).

5. Descendiendo al concreto examen de las infraccio-
nes constitucionales denunciadas, debemos dilucidar, en 
primer lugar, la alegada falta de emplazamiento del recu-
rrente en el procedimiento sancionador. Pues bien, el ejer-
cicio del derecho de defensa en el seno de un procedi-
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miento administrativo sancionador presupone que el 
implicado sea emplazado o le sea notificada debidamente 
la incoación del procedimiento, pues sólo así podrá dispo-
ner de una efectiva posibilidad de defensa frente a la 
infracción que se le imputa, previa a la toma de decisión; y, 
por ende, que la Administración siga un procedimiento en 
el que el denunciado tenga oportunidad de aportar y pro-
poner las pruebas que estime pertinentes, así como de 
alegar lo que a su derecho convenga. Ahora bien, con arre-
glo a nuestra propia jurisprudencia han de concurrir los 
siguientes requisitos para que revista relevancia constitu-
cional la falta de emplazamiento personal en un expediente 
sancionador: en primer lugar, que el no emplazado tenga 
un derecho subjetivo o interés legítimo que pueda verse 
afectado por la resolución que se adopte; en segundo 
lugar, que el no emplazado personalmente haya padecido 
una situación de indefensión a pesar de haber mantenido 
una actitud diligente; y, por último, que el interesado pueda 
ser identificado a partir de los datos que obren en el expe-
diente (SSTC 54/2003, de 24 de marzo, FJ 3; y 145/2004, de 
13 de septiembre, FJ 4).

El problema, por tanto, debe concretarse en enjuiciar 
si la falta de notificación de los acuerdos de inicio de los 
expedientes sancionadores y de las respectivas propues-
tas de resolución ha ocasionado indefensión material 
constitucionalmente relevante al recurrente, por haber 
impedido su defensa, imponiéndose de plano las sancio-
nes administrativas referidas anteriormente. Del examen 
de las actuaciones se desprende que la Administración no 
llevó a cabo la notificación ni de los acuerdos de inicia-
ción de los expedientes sancionadores ni de las respecti-
vas propuestas de resolución, asumiendo que el recu-
rrente era desconocido en el domicilio en el que se intentó 
la práctica de las mencionadas notificaciones. Como 
alega el demandante la Administración debió, en cumpli-
miento de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de régimen 
jurídico de las Administraciones públicas y del procedi-
miento administrativo común, intentar una nueva notifi-
cación de dichos actos y no acudir directamente a practi-
carla a través de edictos; siendo reprochable asimismo 
que la Administración, además de no realizar un segundo 
intento de notificación personal, no dejara aviso de lle-
gada en la dirección donde intentó la notificación. Debe 
señalarse, además, que la notificación correctamente 
efectuada de las resoluciones sancionadoras se llevó a 
cabo por la Administración en el mismo domicilio en el 
que, hasta entonces, el demandante era «desconocido» 
para el Ayuntamiento.

6. Como recientemente hemos declarado en la STC 
175/2007, de 23 de julio, en estos casos «la sanción se ha 
impuesto sin respetar procedimiento contradictorio 
alguno y, por tanto, privando al demandante de toda posi-
bilidad de defensa durante la tramitación del procedi-
miento administrativo sancionador (SSTC 291/2000, de 
30 de noviembre, FJ 12; y 54/2003, de 24 de marzo, FJ 4), 
siendo reiterada doctrina de este Tribunal desde la STC 
18/1981, de 8 de junio, que los valores esenciales que se 
encuentran en la base del art. 24.2 CE “no quedarían sal-
vaguardados si se admitiera que la Administración puede 
incidir en la esfera jurídica de los ciudadanos imponién-
doles una sanción sin observar procedimiento alguno y, 
por tanto, sin posibilidad de defensa previa a la toma de 
la decisión”, pues “la garantía del orden constitucional 
exige que el acuerdo se adopte a través de un procedi-
miento en el que el presunto inculpado tenga oportunidad 
de aportar y proponer las pruebas que estime pertinentes 
y alegar lo que a su derecho convenga” (FJ 3). Ha de con-
cluirse, pues, que la Administración, al no haber empla-
zado personalmente al demandante de amparo en el 
procedimiento administrativo sancionador, pese a tener 
conocimiento de su domicilio, y haberle impuesto una 

sanción sin procedimiento contradictorio alguno, ha 
infringido el art. 24.2 CE».

7. Recordábamos en la citada STC 175/2007, de 23 de 
julio, que «debe advertirse que, al haberse producido una 
efectiva vulneración del derecho de defensa durante la 
tramitación de un procedimiento administrativo sancio-
nador, tal vulneración no podía ser sanada en la vía con-
tencioso-administrativa, pues, como señala la STC 59/
2004, de 19 de abril (FJ 3), “el posterior proceso conten-
cioso-administrativo no puede servir nunca para reme-
diar las posibles lesiones de garantías constitucionales 
causadas por la Administración en el ejercicio de su 
potestad sancionadora”. Ello es así, entre otras razones, 
porque como recuerda la STC 89/1995, de 6 de junio (FJ 4), 
y subrayan a su vez las SSTC 7/1998, de 13 de enero (FJ 6), 
y 59/2004, de 19 de abril (FJ 3), no existe un proceso con-
tencioso-administrativo sancionador en donde haya de 
actuarse el ius puniendi del Estado, sino un proceso con-
tencioso-administrativo cuyo objeto lo constituye la revi-
sión de un acto administrativo de imposición de una san-
ción. En consecuencia, no es posible concluir que sean los 
Tribunales contencioso-administrativos los que, al modo 
de lo que sucede en el orden jurisdiccional penal, “conde-
nen” al administrado. Muy al contrario, la sanción admi-
nistrativa la impone siempre la Administración pública en 
el ejercicio de la potestad que le reconoce la Constitución. 
De otra manera no se respetaría la exigencia constitucio-
nal de que toda sanción administrativa “se adopte a tra-
vés de un procedimiento que respete los principios esen-
ciales reflejados en el art. 24 CE” (STC 125/1983, de 26 de 
diciembre, FJ 3). Por consiguiente, el hecho de que el 
demandante de amparo disfrutara en el proceso judicial 
de la posibilidad de alegar y probar cuanto consideró 
oportuno para la mejor defensa de sus derechos e intere-
ses, no subsana la vulneración del derecho de defensa 
(art. 24.2 CE) en el procedimiento administrativo sancio-
nador». Pues bien, de la misma manera, la interposición 
por el sancionado y resolución por la Administración, del 
recurso de reposición contra el acuerdo sancionador, dic-
tado sin ninguna intervención del interesado, no sirve 
para subsanar la omisión de las diligencias que hubieran 
hecho posible esa intervención para ejercitar en plenitud 
su derecho de defensa.

8. En definitiva, la defectuosa notificación de los 
acuerdos de inicio de los expedientes sancionadores y de 
las propuestas de las resoluciones sancionadoras, como 
acabamos de anticipar, han causado indefensión constitu-
cionalmente relevante al demandante, por lo que procede 
conceder el amparo, con la correspondiente anulación del 
procedimiento sancionador irregularmente tramitado, sin 
que, por tanto sea necesario pronunciamiento alguno 
sobre las demás alegaciones efectuadas en el presente 
recurso de amparo.

FALLO

En atención a todo lo expuesto, el Tribunal Constitu-
cional, POR LA AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCIÓN DE LA 
NACIÓN ESPAÑOLA,

Ha decidido

Estimar el amparo solicitado por don Manuel Medina 
Ruiz, y en su virtud:

1.º Declarar que se ha vulnerado el derecho a la 
defensa en el procedimiento administrativo sancionador 
(art. 24.2 CE), del recurrente.

2.º Restablecerlo en la integridad de su derecho, y a 
tal fin, anular la Sentencia de 5 de julio de 2004 del Juzgado 
de lo Contencioso-Administrativo núm. 1 de Palma de 
Mallorca y las Resoluciones sancionadoras IG 2002/679, 
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693, 934, y 1666 a 1671 dictadas por el Ayuntamiento de 
Palma de Mallorca.

Publíquese esta Sentencia en el «Boletín Oficial del 
Estado».

Dada en Madrid, a veintitrés de junio de dos mil 
ocho.–Guillermo Jiménez Sánchez.–Vicente Conde Martín 
de Hijas.–Elisa Pérez Vera.–Ramón Rodríguez Arribas.–
Pascual Sala Sánchez.–Firmado y rubricado. 

 12644 Sala Primera. Sentencia 71/2008, de 23 de 
junio de 2008. Recurso de amparo 2515-2005. 
Promovido por don Ramón Aldasoro Maguna-
celaya frente a los Autos del Juzgado Central 
de Vigilancia Penitenciaria que desestimaron 
su recurso contra el Centro Penitenciario de 
Almería sobre sanción disciplinaria por desor-
den colectivo.

 Supuesta vulneración de los derechos de 
reunión, a la tutela judicial efectiva y a la 
defensa en el procedimiento administrativo 
sancionador: recurso de amparo mixto; pliego 
de cargos recibido, límites al asesoramiento 
por otro interno y pruebas impertinentes; san-
ción disciplinaria por participar en una concen-
tración en el interior del centro penitenciario 
(STC 119/1996).

La Sala Primera del Tribunal Constitucional, com-
puesta por doña María Emilia Casas Baamonde, Presi-
denta, don Javier Delgado Barrio, don Jorge Rodríguez-
Zapata Pérez, don Manuel Aragón Reyes y don Pablo 
Pérez Tremps, Magistrados, ha pronunciado

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

SENTENCIA

En el recurso de amparo núm. 2515-2005, promovido 
por don Ramón Aldasoro Magunacelaya, representado 
por la Procuradora de los Tribunales doña María Belén 
Lombardía del Pozo y bajo la dirección del Letrado don 
Francisco Javier Dommarco Lindenthal-Breier, contra el 
Auto del Juzgado Central de Vigilancia Penitenciaria de 16 
de marzo de 2005, por el que se desestima el recurso de 
reforma interpuesto contra el Auto de 19 de enero de 
2005, por el que se desestima el recurso de alzada núm. 
1255-2004 interpuesto contra el Acuerdo de la Comisión 
Disciplinaria del Centro Penitenciario de Almería de 20 de 
octubre de 2004, dictado en el expediente disciplinario 
núm. 347-2004. Ha comparecido el Abogado del Estado. 
Ha intervenido el Ministerio Fiscal. Ha sido Ponente el 
Magistrado don Pablo Pérez Tremps, quien expresa el 
parecer de la Sala.

I. Antecedentes

1. Mediante escrito registrado en este Tribunal el 11 
de abril de 2005, don Ramón Aldasoro Magunacelaya 
solicitó que se le designara Abogado y Procurador de ofi-
cio para interponer recurso de amparo contra las resolu-
ciones judiciales y administrativa que se indican en el 
encabezamiento. Una vez efectuada la designación y reci-
bidas las actuaciones remitidas por el Juzgado Central de 
Vigilancia Penitenciaria, por escrito presentado en el Regis-

tro General de este Tribunal el 8 de septiembre de 2005, la 
Procuradora de los Tribunales doña Adelaida Yolanda Gir-
bal Marín, en nombre y representación de don Ramón 
Aldasoro Magunacelaya, y bajo la dirección del Letrado 
don Francisco Javier Dommarco Lindenthal-Breier, for-
muló demanda de amparo contra las resoluciones judicia-
les y administrativa que se mencionan en el encabeza-
miento.

2. La demanda de amparo tiene su origen en los 
siguientes antecedentes:

a) El Jefe de Servicios del Centro Penitenciario El Ace-
buche en Almería, mediante escrito de 13 de julio de 2004, 
elevó a la Dirección un informe indicando que los funcio-
narios del servicio le había notificado que ocho internos 
pertenecientes a ETA, entre los que se encontraba el 
ahora recurrente, habían hecho entrega de una instancia 
manifestando que harían una concentración a las 12 
horas como medida de protesta por el fallecimiento de 
una compañera en una prisión francesa, decidiéndose 
que se prestara el máximo de atención y se tomaran 
medidas de precaución por si fuera necesario algún tipo 
de intervención. Igualmente, se informó de que a dicha 
hora los internos se colocaron frente a la oficina del fun-
cionario portando una ikurriña con un crespón negro, 
permaneciendo en silencio durante diez minutos, tras lo 
cuales cesaron en su actitud, siéndoles requerida la 
entrega de la bandera, a lo que se negaron, por lo que se 
procedió al cacheo de uno de los internos, al que se le 
retiró la bandera.

b) El Director del Centro acordó el 17 de agosto de 
2004 la incoación de un expediente sancionador al recu-
rrente por estos hechos, dando lugar al expediente núm. 
347-2004. El 19 de agosto de 2004 se formuló pliego de 
cargos, imputándose al recurrente la comisión de una falta 
muy grave del art. 108 a) y otra grave del 109 b) del Regla-
mento penitenciario, aprobado por Real Decreto 1201/1981, 
de 8 de mayo (en adelante RP 1981), estimando que la con-
centración protagonizada implicaba un desorden colectivo 
y la negativa a entregar la bandera una desobediencia a 
las órdenes de los funcionarios. Intentada la notificación 
al recurrente, el funcionario hace constar su negativa a 
firmarla.

c) El recurrente, por escrito de 21 de agosto de 2004, 
efectuó alegaciones, solicitó entrevistarse con un interno 
de otro módulo para recibir asesoramiento y tener acceso 
al informe del Jefe del módulo, del Jefe del Servicio y del 
funcionario que pidió la bandera, así como copia de lo 
registrado en el libro de incidencias. Igualmente, propuso 
como prueba la declaración testifical de tres funcionarios. 
El instructor, por escrito de 2 de septiembre de 2004, des-
estimó la prueba solicitada por innecesaria, argumen-
tando que el recurrente había tenido acceso al contenido 
de los informes de los funcionarios y Jefatura de Servi-
cios a través del pliego de cargos, que las anotaciones del 
libro de incidencias son reservadas y, en cualquier caso, 
su contenido no puede alterar el resultado del procedi-
miento por ser siempre un extracto de lo descrito en el 
pliego de cargos, y que la toma de declaración de los fun-
cionarios era innecesaria al haberse pronunciado ya por 
escrito. En relación con el asesoramiento, se hacía saber 
que podía recibirlo por escrito, ya que la entrevista perso-
nal no procedía por no estar autorizadas las comunicacio-
nes intermodulares entre internos que no fueran familiares 
directos. El recurrente, mediante escrito de 4 de septiem-
bre de 2004, realizó alegaciones en relación con la desesti-
mación de la prueba. El día 9 de septiembre de 2004 se 
puso de manifiesto el expediente al recurrente, quien efec-
tuó nuevas alegaciones el día 14 de septiembre de 2004. 
Notificada la propuesta de resolución el 6 de octubre 
de 2004, el recurrente hizo constar su intención de alegar 
verbalmente ante la comisión disciplinaria, lo que se veri-
ficó el 20 de octubre de 2004. Finalmente la comisión 


